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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la ciudadana SANDRA PAULINA RÍOS MORALES mediante apoderado judicial contra la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio y la Sociedad de Activos Especiales SAE S.A.S, al considerar vulnerados sus derechos a la igualdad, debido proceso, vivienda digna, entre otros.
2.- SOLICITUD 

Los hechos que se plantean en el escrito de tutela, se pueden concretar de la siguiente manera: (i) en noviembre 16 de 2017 por parte de la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio fue llevada a cabo diligencia de secuestro en el inmueble ubicado en la Calle 14 N° 18-54 del Conjunto Residencial Acrópolis barrio Álamos de esta ciudad; (ii) el ente fiscal puso en calidad de depositario del citado predio a la Sociedad de Activos Especiales S.A.S., la cual quedó con la potestad de administración y destinación del bien hasta tanto se resuelva sobre la extinción de dominio solicitada sobre dicha propiedad; (iii) dicha sociedad le ha indicado en varias oportunidades a la señora SANDRA PAULINA que debe pagar una cuota o canon de arrendamiento de $2´500.000 por la permanencia y habitación en dicha vivienda, la cual no se encuentra en condición de asumir, debido a que  la manutención de ella y de su núcleo familiar estaba a cargo de su esposo ESTEBAN LÓPEZ, quien trabajaba en España, pero debido a su vinculación a este proceso tuvo que regresarse al país para hacerle frente al mismo, y en atención a ello se encuentran en una precaria situación económica, ya que no cuentan con más bienes ni ingresos; (iv) mediante oficio de enero 16 de 2018 radicado en la ventanilla única de correspondencia de la Fiscalía de la ciudad, se acudió al ente acusador para que se abstuviera de hacer los cobros de arrendamiento, y mediante comunicación de enero 31 de 2018 la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio dio respuesta al requerimiento, la cual no es de fondo frente a lo solicitado; y (v) de acuerdo con las normas rectoras consagradas en la Ley 1708/14 y 1849/17 la dignidad debe ser un componente inherente a la extinción de dominio, y en dicho proceso tendrá como límite el derecho a la propiedad y a la buena fe exenta de culpa, y por ello el legislador le da la garantía al afectado de ejercer el derecho de defensa para procurar el interés de las propiedades que fueron adquiridas de buena fe exenta de culpa, como ocurre en su caso,  y que hoy hacen parte del decreto de medidas provisionales que de manera directa han incidido en el desarrollo de la vida cotidiana de la accionante, garantías que no se han respetado dentro de dicha actuación, ya que han pasado tres meses sin que se hubiese hecho la notificación personal de la resolución de fijación de pretensión en dicho proceso, conforme lo señalado en los artículos 13 y 87 de la Ley 1849/17.
Con fundamento en lo anterior solicita se ordene a la Sociedad de Activos Especiales S.A.E S.A.S. abstenerse de cobrar canon de arrendamiento a su representada sobre la propiedad en mención, hasta que se haya dictado sentencia en el proceso de extinción de dominio. Así mismo, se exhorte a la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio, se sirva hacer la notificación de la fijación de la resolución de fijación de pretensión para así poder ejercer el derecho a la defensa y contradicción, como componente esencial del debido proceso, y en aras de velar por sus derechos constitucionales y legales.
3.- CONTESTACIÓN

La acción fue admitida, se corrió traslado a las accionadas, y se vincularon de oficio los sujetos procesales que hacen parte del proceso de extinción de dominio adelantado por el despacho fiscal accionado. Posteriormente, se dispuso vincular también al Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio y a quienes hacen parte de esa actuación.

- La Fiscal Treinta y Dos Especializada de Extinción de dominio informó que adelantó indagación preliminar en el trámite extintivo de dominio bajo el radicado N° 13577 E.D., y el 30 de octubre de 2017, conforme lo establecido en el artículo 132 de la Ley 1708/14 modificada por la 1849/17 l presentó ante el Juzgado Especializado de Extinción del Derecho de Dominio la correspondiente demanda, y de acuerdo con lo consagrado en los artículos 87 y 88 de dicha normativa,  decretó las medidas de suspensión del poder dispositivo, embargo y secuestro sobre varios bienes, entre ellos, el identificado con folio de matrícula inmobiliaria N° 290-80781, del cual son titulares los señores RÍOS MORALES SANDRA PAULINA y LÓPEZ GIRALDO ESTEBAN.
En noviembre 15 y 16 de 2017 la Fiscalía llevó a cabo el procedimiento de materialización de las citadas medidas, y se dejó a disposición de la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A.S., la administración de los bienes afectados, tal como lo ordena la Ley 1708/17 en su artículo 90 y siguientes.

Terminado todo el procedimiento, el expediente fue remitido ante el Juzgado Especializado de Extinción de Dominio con sede en esta ciudad en noviembre 28 de 2017 para que se admitiera la demanda e iniciara la etapa de juicio, momento procesal en el que de conformidad con las ritualidades legales establecidas en la citada normativa, los afectados podrán ejercer su derecho de defensa y contradicción.

Mediante auto de enero 17 de 2018 el citado despacho inadmitió la demanda y dispuso que se procediera a subsanarla, lo cual se hizo dentro del término otorgado, esto es, en febrero 9 de 2018.
De acuerdo con las modificaciones introducidas por la Ley 1849 de 2017 a la Ley 1708/14 la Fiscalía ya no decreta la fijación provisional de la pretensión, sino que incoa la demanda de extinción de dominio ante el Juzgado competente, y es allí donde tiene lugar el trámite de notificaciones a los afectados e intervinientes para que ejerzan el derecho de contradicción.

Una vez presentada la demanda y materializadas las medidas cautelares, de acuerdo con la legislación aplicable al trámite de extinción de dominio, corresponde a la Sociedad Activos Especiales S.A.E. S.A.S, con sujeción a la ley, la administración de todos los bienes que fueron afectados y puestos a disposición, gestión en la cual la Fiscalía no está llamada a intervenir.

Concluye que las pretensiones incoadas en la demanda no están llamadas a prosperar.
-El Juez Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de Pereira, informó que si bien es cierto por parte del Fiscal que conoce de la actuación de la referencia no se le ha notificado ninguna decisión a la accionante, por disposición legal a quien corresponde hacerla la notificación es a ese despacho, y hasta ese momento los sujetos procesales no tiene acceso al expediente.
Ese despacho en noviembre 28 de 2017 recibió por parte de la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio el expediente radicado al N° 13.577 E.D., que contiene la demanda de extinción de dominio sobre 8 bienes inmuebles, 2 establecimientos comerciales y 7 vehículos, entre los que se encuentra el ubicado en la Calle 14 N°18-54 Agrupación Residencial Acrópolis casa N° 25 de esta ciudad, con folio de matrícula inmobiliaria 290-807-87 de propiedad de SANDRA PAULINA RÍOS MORALES y ESTEBAN LÓPEZ GIRALDO, proceso que quedó radicado al N° 66001312000120170004600.

Con la demanda se incorporó la Resolución de octubre 30 de 2017, por medio de la cual se decretó la suspensión del poder dispositivo, embargo y secuestro de los bienes, incluyendo el de propiedad de la accionante, y la medida cautelar se materializó en noviembre 16 de 2017, siendo entregada la administración del inmueble a un funcionario de la Sociedad de Activos Especiales S.A.E., tal como lo disponen los parágrafos 2 y 3 del artículo 88 de la Ley 1708/14, modificados por el artículo 20 de la Ley 1849/17, en concordancia con el capítulo VIII de la misma Ley o Código de Extinción de Dominio.

Mediante auto de enero 17 de 2018 ese juzgado inadmitió la demanda, y concedió el término de 15 días hábiles para que se subsanaran los defectos.

Es cierto que a la señora SANDRA PAULINA en calidad de afectada no le ha sido notificada la demanda por parte de esa unidad, lo cual obedece a que se encuentra en estudio para resolver sobre su admisión, conforme lo establecido en el numeral 1 del artículo 13 de la Ley 1708/14 modificado por el 3 de la Ley 1849/17, en el que se indica que los afectados tienen derecho al acceso al proceso desde la notificación del auto admisorio de la demanda proferido por el juzgado de extinción de dominio o desde la materialización de las medidas cautelares únicamente en lo relacionado con las mismas, y en este caso aunque no se ha proferido la admisión la accionante ya conoce las medidas previas que afectan el inmueble de su propiedad.

SANDRA PAULINA fue vinculada como afectada en compañía de ESTEBAN LÓPEZ GIRALDO por ser propietarios del inmueble referido, y por figurar como propietaria única de los predios ubicados en el lote 19 manzana 24 de la urbanización Cuba sector 2.500 lotes de esta ciudad con matrícula inmobiliaria 290-63485, y en la calle 37 N° 26-34 de Dosquebradas con matrícula inmobiliaria N° 290-43165. 

Conforme lo solicitado por la Sala relaciona los nombres de los demás afectados y anexa copia de las piezas procesales referidas.

-El Gerente de Asuntos Legales de la Sociedad de Activos Especiales indicó que esa entidad en cumplimiento de un mandato legal se encuentra encargada de la administración de bienes inmersos en procesos de extinción de dominio, sin tener injerencia en decisiones judiciales, puesto que no está facultada para adelantar procesos de esa naturaleza, ya que conforme lo establecido en el artículo 117 y siguientes de la Ley 1708/14, es una función exclusiva de la Fiscalía General de la Nación, por lo que esa entidad solo acata las órdenes que los diferentes despachos judiciales le imparten a lo largo de los procesos de extinción de dominio.
En virtud de la entrada en vigencia de la Ley 1704/14 esa sociedad se encarga de la Administración del Fondo paras la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado- FRISCO y de los bienes que lo conforman, que son puestos a su disposición por parte de las autoridades judiciales dentro del proceso de extinción de dominio, procurando que los mismos continúen siendo productivos y generadores de empleos.

Los accionantes pretenden beneficiarse de un bien del Estado, sobre el cual se ejerce una ocupación ilegal, pues el inmueble tiene el poder dispositivo suspendido a favor de la Nación en virtud del proceso de extinción de dominio en el que se encuentra inmerso.
La Ley 1708/14 precisó en el parágrafo 2 del artículo 88 que la finalidad del secuestro de los bienes inmersos en dichas actuaciones indica que la administradora del fondo será el secuestre o depositario de los bienes objeto de esa medida, los cuales quedarán de inmediato a su disposición. 

No existe acción u omisión que genere violación  de derechos fundamentales por parte de esa entidad, y por ello se presenta una falta de legitimación por pasiva.

Frente a la inconformidad de la parte accionante sobre el cumplimiento de la función legal encargada a esa sociedad, la tutela no puede ser el medio para omitir el procedimiento ordinario de legalización de ocupación de un inmueble objeto de extinción de dominio, cuando el desarrollo de la función que le compete se ha desarrollado con apego a los parámetros normativos, y por ello debe declararse improcedente.

Adicionalmente, no se ha demostrado la ocurrencia de un perjuicio irremediable, y la tutela se caracteriza por ser un mecanismo subsidiario que opera cuando los medios ordinarios no son idóneos y eficaces para la protección de los derechos fundamentales, o en forma transitoria mientras se acude a éstos.

De conformidad con lo anterior solicita se deniegue el amparo impetrado.
- El apoderado judicial del señor YONATHAN FERNANDO BERRIO GALLEGO dentro del trámite de extinción de dominio sobre el que versa el presente asunto, indicó que las medidas cautelares decretadas por la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio a las que se hace alusión en la demanda afectaron también los derechos de su representando, por haber adquirido en forma lícita y legal desde abril 25 de 2016 mediante un crédito hipotecario con Bancolombia el bien inmueble ubicado en la carrera 15 Bis N°29-35 de esta ciudad, con matrícula inmobiliaria 29015904, el cual anteriormente era de propiedad de SANDRA PAULINA RÍOS MORALES, por lo que debe considerarse como un comprador de buena fe exento de culpa.
Desde el momento en el que se materializó la citada medida los arrendatarios de dicho inmueble fueron informados por la Sociedad de Activos Especiales S.A.S. S.A. que a partir de la fecha de ejecución de la medida cautelar estos debían seguir consignando el valor del canon de arrendamiento a dicha sociedad, con lo cual se ve afectado su procurado. De igual forma, tal como lo refirió la actora no ha sido notificada ninguna decisión pese a que han transcurrido tres meses desde la medida cautelar, y de no haber sido por esta acción no se hubiera enterado sobre lo ocurrido con su propiedad, pese a que está siendo afectado como consecuencias jurídicas que no le corresponden. 

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes y los vinculados.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si de conformidad con los hechos planteados en la demanda los derechos a la igualdad, debido proceso, vivienda digna y propiedad privada de la accionante están siendo vulnerados dentro de la acción de extinción de dominio adelantada contra el inmueble de su propiedad, y por ello es procedente el mecanismo constitucional para obtener la protección de los mismos, no obstante encontrarse en trámite un proceso judicial.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, siendo por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna.

La ciudadana SANDRA PAULINA RÍOS MORALES acude a este mecanismo constitucional por intermedio de apoderado judicial con el fin de que se termine con una situación que desde su punto de vista afecta sus derechos fundamentales a igualdad, debido proceso, vivienda digna y propiedad privada. Al efecto indica que dentro del trámite de extinción de dominio que se adelanta contra el inmueble ubicado en la calle 14 N° 18-54 del Conjunto Residencial Acrópolis, el cual es de su propiedad y fue objeto de medida cautelar de secuestro en noviembre 16 de 2017, se le exige por parte de la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A.S.-, la cual quedó a cargo de la administración del predio, pagar la suma de $2´500.000 por concepto de arrendamiento para permanecer en el mismo, dinero que no está en capacidad de asumir. Adicionalmente, por cuanto no se le ha sido notificada la resolución de fijación de la pretensión, conforme lo establecido en los artículos 13 y 87 de la Ley 1849/17, en aras de ejercer el derecho de defensa y contradicción.
De conformidad con lo indicado por la actora y conforme lo ordenado por los accionados y vinculados a esta actuación, es evidente que el proceso judicial referido por la tutelante se encuentra en trámite, y según lo informado por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio, al cual le correspondió en sede de conocimiento la actuación, se encuentra en estudio la corrección de la demanda presentada por la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio en aras de determinar si es procedente o no admitirla. 

Siendo así, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en jurisprudencia constitucional desde tiene atrás ha señalado:

“[…] no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso […]”
. 

Dicha posición fue reiterada en forma posterior en la sentencia T-313/05, decisión en la cual se indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

De igual modo, han sido varios los pronunciamientos en los cuales la H. Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“[…]Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración […]” 

En ese mismo sentido, en la sentencia de tutela con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez constitucional no puede intervenir cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 

“[…]Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes. 

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 
Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991 […]”

Coetáneamente, en el radicado 79930 de mayo 28 de 2015, la misma Alta Corporación recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“[...] La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso […]”

Surge diáfano de todo lo anterior, que de acuerdo con la jurisprudencia existente sobre la materia, no es viable que el juez de tutela proceda a estudiar de fondo un asunto cuando, como en este caso, se encuentra en curso un proceso de extinción de dominio, y por tanto es en el interior de dicho trámite en el cual deben ventilarse las inconformidades o irregularidades que se consideren pertinentes.

El proceso de extinción de dominio actualmente se encuentra regulado en la Ley 1708/14 Código de Extinción de Dominio, el cual fue modificado por la Ley 1849/17, y consta de dos fases, una inicial o preprocesal, preparatoria de la demanda de extinción de dominio, la que está a cargo de la Fiscalía General de la Nación, y en la cual se lleva a cabo la investigación, recolección de pruebas, decreto de medidas cautelares, solicitud de control de garantías sobre los actos de investigación y presentación de la demanda de extinción; y una de juzgamiento, a cargo del Juez de Extinción de Dominio, y la cual inicia con la presentación de la demanda, y en esta los afectados e intervinientes podrán ejercer su derecho de contradicción.
En este caso por parte de la Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio en Resolución de octubre 30 de 2017, con fundamento en lo establecido en el artículo 87 y 88 de la Ley 1708/14 modificados por los artículos 19 y 20 de la Ley 1849/17, se decretó la suspensión del poder dispositivo, embargo, secuestro y toma de posesión de varios bienes, incluyendo el de propiedad de la accionante, y la medida cautelar se materializó en noviembre 16 de 217, siendo entregada la administración del inmueble a la Sociedad de Activos Especiales S.A.E., tal como lo disponen los parágrafos 2 y 3 del artículo 88 de la Ley 1708/14, modificados por el artículo 20 de la Ley 1849/17.
De conformidad con lo consagrado en el artículo 10 de la Ley 1708/14 modificado por el 2 de la Ley 1849/17, la fase inicial de la actuación es reservada, incluso para los sujetos procesales e intervinientes, y el juicio de extinción de dominio será público. De igual forma, de acuerdo con el artículo 13 de la misma normativa los afectados dentro de esa actuación tienen derecho al respecto a todas las garantías previstas, y además a tener acceso al proceso, bien sea en forma directa o por intermedio de apoderado, desde la notificación del auto admisorio de la demanda. 

En esas condiciones, mirado con detenimiento el asunto puesto en consideración del Tribunal, se concluye que los derechos invocados por la actora no están siendo vulnerados ni con la actuación de la Sociedad de Activos Especiales, ni con la de Fiscalía Treinta y Dos Especializada de Extinción de Dominio, ni tampoco por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de Dominio de esta ciudad.
Le asiste razón a la tutelante en cuanto a que el trámite de la acción de extinción de dominio tiene como normas rectoras la dignidad, el derecho a la propiedad lícitamente obtenida, el respecto debido proceso y la presunción de la buena fe exenta de culpa; pero dentro del mismo procedimiento los sujetos procesales tienen derecho a controvertir las pruebas, solicitar las que consideren pertinentes en aras de demostrar el origen lícito de su patrimonio, la licitud de su destinación, o que no se da ninguna de las causales de extinción de dominio, de igual forma presentar los recursos de ley. Adicionalmente, de acuerdo con lo consagrado en el artículo 87 de la Ley 1708/14 modificado por el 19 de la Ley 1849/17, el juez especializado en extinción de dominio será el competente para ejercer el control de legalidad sobre las medidas cautelares que se decreten por parte del Fiscal, es decir, dicho funcionario deberá ejercer un control sobre dichas medidas. 
Lo que ocurre en este caso es que aún no se ha admitido la demanda presentada por la Fiscalía, y por ello todavía no se ha habilitado a la accionante y a los demás afectados para que ejerzan plenamente esos derechos y garantías, y por parte de ella existe un desconocimiento del procedimiento actual, puesto que habla de una fijación provisional de pretensiones por parte de la Fiscalía que actualmente no opera.
Es evidente que las medidas decretadas en los inmuebles de su propiedad -no obstante que la actora hace referencia a un bien, según lo informado por el juzgado de conocimiento son varios- limitan los derechos que contra los mismos le asisten, y conforme a la normativa aplicable la administradora de dichos bienes tiene la facultad de ejercer cobros por concepto de arrendamiento en ejercicio de las atribuciones legales que le han sido conferidas, más exactamente con lo consagrado en el artículo 92 de la Ley 1708/14 que regula los mecanismos para facilitar la administración de los bienes. Por esa misma razón, tampoco era procedente que la Fiscalía se pronunciara sobre la solicitud de suspensión de dicha obligación, por cuanto la competencia para ello la tiene la Sociedad de Activos Especiales.
Conforme a lo anterior, no advierte la Colegiatura ninguna razón que permita de manera excepcional por razón de un perjuicio irremediable o una situación impostergable, se haga viable la intervención del juez constitucional en forma transitoria, y en esas condiciones, la Sala no tiene opción diferente a la de declarar improcedente el amparo impetrado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE el amparo deprecado por ciudadana SANDRA PAULINA RÍOS MORALES, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
-con aclaración de voto-

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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